
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia País Vasco (Sala de lo Social),
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Jurisdicción:Social

Recurso de Suplicación núm. 2027/2001. 

Ponente: Ilma. Sra. Dª. María José Hernández Vitoria

COMUNIDADES AUTONOMAS: País Vasco: infracciones y sanciones en materia de empleo y prestaciones de desempleo: potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma: alcance. 

El TSJ desestima el recurso de suplicación interpuesto por INEM demandado contra la sentencia del Juzgado de lo Social núm. 2 de los de Bilbao, de fecha 23-05-2001, dictada en autos promovidos en reclamación sobre desempleo.

--------------------------------------------------------------------------------

En la Villa de Bilbao, a 9 de octubre de 2001.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del País Vasco, formada por los Ilmos. Sres. D. Pablo Sesma de Luis, Presidente en Funciones, D. Modesto Iruretagoyena Iturri y Dª María José Hernández Vitoria, Magistrados, han pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de suplicación interpuesto por INEM contra la sentencia del Jdo. de lo Social núm. 2 de los de Vizcaya de fecha veintitrés de mayo de dos mil uno, dictada en proceso sobre desempleo, y entablado por doña Begoña I. S. frente a INEM.

Es Ponente la Ilma. Sra. Magistrada Dª María José Hernández Vitoria, quien expresa el criterio de la Sala.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO La única instancia del proceso en curso se inició por demanda y terminó por sentencia, cuya relación de hechos probados es la siguiente:

«I.-La demandante doña Begoña I. S., con DNI núm. ... es beneficiaria de prestación contributiva de desempleo desde el 16-6-2000 con una duración de 536 días y una base reguladora diaria de 12.031 ptas.

II.-El día 20-11-2000 debía renovar su demanda de empleo y no cumplimentó dicho trámite.

III.-En fecha 4-12-2000 el INEM le remitió propuesta de suspensión de un mes por no renovar la demanda de empleo y tras ser presentadas alegaciones dictó resolución el 28-12-2000 acordando la suspensión de las prestaciones por el período de un mes, desde el 20-11-2000 al 19-12-2000, quedando sin efecto su inscripción como demandante de empleo con pérdida de derechos que tuviere reconocidos como tal.

IV.-En fecha 30-01-2001 interpuso Reclamación Previa que resultó desestimada por resolución de fecha 1-2-2001».

SEGUNDO La parte dispositiva de la Sentencia de instancia dice:

«Que estimando la demanda interpuesta impugnando en este orden jurisdiccional la resolución del INEM de fecha 28-12-2000, debo declarar como declaro su nulidad y el derecho de la demandante al abono de las cantidades retenidas por la suspensión de prestaciones acordada, condenando al Organismo demandado a estar y pasar por esta declaración».

TERCERO Frente a dicha resolución se interpuso el recurso de Suplicación ya reseñado, que fue impugnado de contrario.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO El INEM dictó acuerdo en fecha 28-12-2000 por el que resolvía suspender durante un mes el abono de la prestación de desempleo de la señora I., por no haber renovado la demanda de empleo en la fecha establecida con tal fin.

La trabajadora impugnó judicialmente dicha decisión, siendo estimada su demanda por sentencia del Juzgado de lo Social núm. 2 de Vizcaya de fecha 23-5-2001, razón por la que se formula suplicación basada en un motivo único, donde, con amparo en el ap. c) del art. 191 LPL (RCL 1995, 1144, 1563), alega la existencia de infracción de los arts. 30.2.2 y 46.4 de la Ley 7/1988, de 7 de abril (RCL 1988, 780).

SEGUNDO Es objeto de discusión ante la Sala quien ostenta la competencia para sancionar conductas como aquélla en la que ha incurrido la señora I. La sentencia de instancia defiende que dicha competencia corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco (en adelante, CAPV), por mor de lo dispuesto en el art. 18.2 de su correspondiente Estatuto de Autonomía (RCL 1979, 3028; ApNDL 10500; LPV 1980, 10); el INEM, que el Estado, dado que no se ha producido hasta la fecha en favor del País Vasco el correspondiente traspaso de competencias en materia de gestión de empleo.

Dicha polémica ha de resolverse a la luz de cuanto razona el Tribunal Constitucional (en adelante, TC) en sentencia 195/1996, de 28 de noviembre (RTC 1996, 195), teniendo en cuenta que es de aplicación en este caso la Ley 8/1988, sobre infracciones y sanciones del orden social, puesto que los actos sancionados por el INEM tuvieron lugar en fecha en la que todavía no había entrado en vigor el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto (RCL 2000, 1804, 2136), por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones del Orden Social.

De dicha sentencia resulta lo siguiente:

1º) El capítulo IV de la citada Ley 8/1988 regula las infracciones en materia de empleo.

Dentro del mismo la Sección 3ª se ocupa de las llevadas a cabo por los trabajadores, incluyendo (art. 30.1.1), como infracción leve, la consistente en «No comparecer, previo requerimiento, ante la Entidad Gestora, las agencias de colocación sin fines lucrativos o las entidades asociadas de los Servicios Integrados para el Empleo, o no renovar la demanda de empleo en la forma y fechas que se determine por la Entidad Gestora en el documento de renovación de la demanda salvo causa justificada».

Dicha conducta es sancionada en el art. 46.1 «con pérdida de la prestación, subsidio o pensión durante un mes».

2º) Los arts. 29 y 30 de la Ley 8/1988, pese a su ubicación sistemática, que, como hemos dicho, corresponde al capítulo IV, pertenecen a la materia de seguridad social, regulada en el capítulo III de dicha ley.

Dentro de la regulación de la materia de seguridad social cabe distinguir entre disposiciones que inciden en su régimen económico y las que no lo hacen. Por aquellas primeras hemos de entender, según la propia sentencia a la que venimos haciendo referencia, las normas que pueden comprometer «a la unidad del sistema o perturbar su funcionamiento económico uniforme, cuestionar la titularidad estatal de todos los recursos de la Seguridad Social o engendrar directa o indirectamente desigualdades entre los ciudadanos en lo que atañe a la satisfacción de sus derechos y al cumplimiento de sus obligaciones de seguridad social».

Así pues, regulando los citados arts. 29 y 30 de la Ley 8/1988 materia de seguridad social, ambos siguen el régimen jurídico propio de esta última en lo que se refiere al reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

3º) A este respecto el art. 149.1.17 de la Constitución Española (RCL 1978, 2836; ApNDL 2875) atribuye al Estado competencia exclusiva sobre «Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas».

Por su parte, la LO 3/1979, de 18 de diciembre, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía del País Vasco, establece en su art. 18.2 que corresponde a dicha Comunidad Autónoma, en materia de seguridad social: «A) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que configuren el régimen económico de la misma; B) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social».

Finalmente, es de tener en cuenta que el art. 46.4 de la Ley 8/1988 acuerda que «La imposición de las sanciones por infracciones leves y graves corresponde a la Entidad Gestora; la de las muy graves compete a las Direcciones provinciales de Trabajo y Seguridad Social, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social».

4º) En consecuencia, concluye dicha sentencia 195/1996, ostentando la CAPV competencias de ejecución -incluyendo dentro de ellas la potestad sancionadora- en materia de seguridad social, es a dicha Comunidad a quien corresponde sancionar a los trabajadores en caso de incumplimiento de lo previsto en el art. 30.1.1 de la Ley 8/1988.

Hemos de decir, respetuosamente, que esa conclusión de que la CAPV puede sancionar, en aplicación del art. 30.1.1 de la Ley 8/1988, con la pérdida de un mes de prestación o subsidio de desempleo los supuestos de falta de renovación de la demanda de empleo se contradice, a nuestro juicio, con la propia afirmación que contiene el fundamento de derecho octavo de la propia sentencia 195/1996, en cuanto en este último se dice que hemos de entender como infracciones que recaen directamente sobre la actividad económica de la Seguridad Social «las que definen ilícitos que se hallan inmediatamente referidos a la percepción de sus ingresos o a la de realización de los gastos correspondientes», y, desde esta perspectiva, la suspensión de una prestación incide en los gastos a los que hace frente el sistema económico de la Seguridad Social, de modo que el acuerdo que impusiese esa sanción debería corresponder a quien tuviese encomendada la competencia de gestión del régimen económico de seguridad social.

No obstante, la parte dispositiva de la repetida sentencia constitucional 195/1996 es clara y según la misma el art. 46.4 de la Ley 8/1988 es contrario al orden constitucional de competencias en cuanto desconoce las de ejecución que ostenta la CAPV en materia de seguridad social y, concretamente, por lo que se refiere a las infracciones previstas en el art. 30.1 de la misma ley. Consiguientemente, hemos de reconocer a dicha Comunidad Autónoma la competencia de aplicación del precepto que se acaba de citar.

Sin que a ello obste el razonamiento de la parte recurrente, que, con apoyo en la sentencia TC 25/1983 (RTC 1983, 25), sostiene que no puede ostentar la CAPV la referida competencia sancionadora por no haber recibido el traspaso de competencias en materia de ejecución de normativa sobre seguridad social, pues como razona la propia sentencia del TC que cita la Administración, la atribución «ipso iure» de competencias en favor de una Comunidad Autónoma debe entenderse como posibilidad de ejercicio inmediato de todo aquello que para su ejercicio no requiera especiales medios personales o materiales, de modo que «El traspaso de servicios es condición del pleno ejercicio de las competencias estatutariamente transferidas cuando, según su naturaleza, sea necesario e imprescindible». Razonamiento éste que se enmarca en la línea del después seguido por la sentencia TC 124/1989 (RTC 1989, 124), donde se reitera que «la inexistencia de la necesaria transferencia de servicios sobre una determinada materia no es condición obstativa para la asunción de la titularidad de las competencias que, en relación con dicha materia, el Estatuto atribuye a una Comunidad Autónoma».

De modo que, contando la CAPV con servicios administrativos que pueden realizar esa competencia ejecutiva que tiene atribuida en materia de seguridad social, se ha de llegar a la conclusión de que el INEM no está facultado para imponer la sanción que se impugna en este proceso. Así lo ha declarado ya este Tribunal Superior de Justicia en sentencias de fechas 5-5-1998 (rec. 555/1998), 17-11-1998 (AS 1998, 7223) (rec. 2281/1998), 22-6-1999 (rec. 920/1999) y 5-6-2001 (rec. 945/2001).

Por lo que procede la íntegra desestimación del recurso.

TERCERO La desestimación del presente recurso no conlleva la imposición de costas, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 233.1 de la LPL, dado que la parte recurrente dispone del beneficio de asistencia jurídica gratuita, de conformidad con el art. 2, ap. d) de la Ley 1/1996, de 10 de enero (RCL 1996, 89).

FALLAMOS

Desestimamos el recurso de suplicación interpuesto por Instituto Nacional de Empleo contra la sentencia del Juzgado de lo Social núm. 2 de los de Vizcaya, de fecha 23 de mayo de 2001, en autos núm. 93/2001, promovidos por doña Begoña I. contra el Instituto Nacional de Empleo. En su consecuencia, confirmamos la sentencia impugnada. No ha lugar a la imposición de costas.

Notifíquese esta sentencia a las partes y al Ministerio Fiscal.

Una vez firme lo acordado, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de lo Social de origen para el oportuno cumplimiento.

Así, por esta nuestra Sentencia, definitivamente juzgado, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

PUBLICACION.-Leída y publicada fue la anterior sentencia en el mismo día de su fecha por el/la Ilmo. Sr. Magistrado Ponente que la suscribe, en la Sala de Audiencias de este Tribunal. Doy fe.

ADVERTENCIAS LEGALES.-Contra esta sentencia cabe recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que necesariamente deberá prepararse por escrito firmado por Letrado dirigido a esta Sala de lo Social y presentado dentro de los 10 días hábiles siguientes al de su notificación.

Además, si el recurrente hubiere sido condenado en la sentencia, deberá acompañar, al preparar el recurso, el justificante de haber ingresado en la cuenta de Depósitos y Consignaciones abierta en el BBV cta. número ... a nombre de esta Sala el importe de la condena, o bien aval bancario en el que expresamente se haga constar la responsabilidad solidaria del avalista. Si la condena consistiere en constituir el capital-coste de una pensión de Seguridad Social, el ingreso de éste habrá de hacerlo en la Tesorería General de la Seguridad Social y una vez se determine por éstos su importe, lo que se le comunicará por esta Sala.

El recurrente deberá acreditar mediante resguardo entregado en la secretaría de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo al tiempo de la personación, la consignación de un depósito de 50.000 ptas. en la entidad de crédito BBV c/c ... Madrid, Sala Social del Tribunal Supremo.

Están exceptuados de hacer todos estos ingresos las Entidades Públicas, quienes ya tengan expresamente reconocido el beneficio de justicia gratuita o litigasen en razón a su condición de trabajador o beneficiario del régimen público de la Seguridad Social (o como sucesores suyos), aunque si la recurrente fuese una Entidad Gestora y hubiese sido condenada al abono de una prestación de Seguridad Social de pago periódico, al anunciar el recurso deberá acompañar certificación acreditativa de que comienza el abono de la misma y que lo proseguirá puntualmente mientras dure su tramitación.
